En la Ciudad de Mar del Plata, a los 5 días del mes de marzo del año dos mil nueve, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en dicha ciudad, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa A-1123-MP0 “ASOCIACION CIVIL DE CONSUMIDORES DEFENDETE c. PODER EJECUTIVO s. AMPARO”, con arreglo al sorteo de ley cuyo orden de votación resulta: señores Jueces doctores Sardo, Riccitelli y Mora, y considerando los siguientes:

ANTECEDENTES


I. A fs. 167/171, con fecha 16-10-2008, el titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial N° 8 del Depto. Judicial Mar del Plata rechazó in limine la acción de amparo promovida por la “Asociación Civil de Consumidores Defendete” contra el Poder Ejecutivo Provincial (Ministerio de Infraestructura), mediante la cual se pretende la declaración de ilegitimidad de la Resolución N° 165/2008 dictada por el mentado Ministerio y su consecuente inaplicabilidad en relación a la Cooperativa Arbolito de Servicios Públicos, Crédito, Consumo y Vivienda de Mar Chiquita Ltda.


II. Con fecha 28-10-2008 la actora se notificó personalmente del fallo reseñado e interpuso en su contra recurso de apelación fundado (v. escrito de fs. 172/182).


III. Por auto de fs. 183 el a quo concedió en relación el recurso interpuesto y ordenó la elevación de las presentes actuaciones ante este Tribunal de Alzada.


IV. Puestos los autos al Acuerdo para Sentencia (cfr. fs. 184), corresponde plantear la siguiente  

CUESTION


¿Es fundado el recurso?


A la cuestión planteada, la señora Juez doctora Sardo dijo:


I.1. El titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial N° 8 del Depto. Judicial Mar del Plata rechazó in limine la acción de amparo promovida por la “Asociación Civil de Consumidores Defendete” contra el Poder Ejecutivo Provincial (Ministerio de Infraestructura), mediante la cual se pretende la declaración de ilegitimidad de la Resolución N° 165/2008 dictada por el mentado Ministerio y su consecuente inaplicabilidad en relación a la Cooperativa Arbolito de Servicios Públicos, Crédito, Consumo y Vivienda de Mar Chiquita Ltda. (v. fs. 167/171).


Al exponer los motivos que lo llevaron a decidir aquel liminar rechazo, el a quo comenzó por referirse al plazo de caducidad previsto por el art. 6 de la ley 7.166, señalando que no debe considerarse derogado por la reforma constitucional de 1994, ya que tal término no resulta irrazonable, no debiendo quedar librado al criterio de los jueces mientras exista una norma legislativa que lo regule.

Apuntó que si bien es cierto que el art. 43 de la Constitución Nacional es operativo, ello no prohíbe que las normas infraconstitucionales fijen un plazo para el ejercicio de la acción de amparo, salvo que por su exigüidad se limite el acceso a la justicia, circunstancia que -según anticipa- no se da en el caso.


Estimó que la reglamentación establecida por el art. 6 de la ley 7.166 resulta una limitación razonable del derecho de defensa que no suprime ni desnaturaliza su práctica, aún siendo temporalmente anterior a la reforma constitucional -en tanto su texto no coarta el ejercicio de aquél sino que lo ordena-, lo que, de acuerdo a lo explicitado por el magistrado de grado, ya fue resuelto por el Superior Tribunal Provincial –en las causas Ac. 79.940, sent. del 19-II-2002, y B 65.325, sent. del 26-IV-2006-.
Relata que, en la especie, el reclamo se dirige contra una resolución dictada por uno de los departamentos del Estado Provincial, por lo que ninguna duda cabe respecto de la aplicación de la ley 7.166, al punto que la propia peticionaria se apoya en sus disposiciones al requerir se intime a la presentación del informe circunstanciado que prevé su artículo 10.


Indicó que la amparista nada mencionó acerca de lo previsto por el art. 6, norma respecto de la cual media absoluto silencio.


Destacó que la resolución impugnada por la accionante fue dictada con fecha 7-05-2008, que se publicó en el Boletín Oficial con fecha 29-05-2008 y que la interposición del presente amparo data del 9-10-2008.


En virtud de ello, entendió que el plazo establecido por el art. 6 de la ley 7.166 se encontraba fenecido al momento del acto inaugural de la instancia.


Puso de relieve que, conforme reiterada doctrina de la Corte Federal, en la tarea hermenéutica legal no cabe asumir conclusiones que conduzcan de plano a preterir los textos legales vigentes cuya fuerza obliga al tribunal, quien no puede prescindir de su aplicación sin previamente declararlos contrarios a la Constitución.


Manifestó que -en el caso- no existen cuestionamientos de índole constitucional al art. 6 de la ley 7.166 y que no encuentra mérito para incursionar oficiosamente en su consideración, toda vez que la mera operatividad del precepto legal no advierte diáfano y patente menoscabo de ese “Orden Legal superior”.


Expone que el fundamento del plazo para deducir la acción de amparo reposa en la idea del consentimiento tácito del acto u omisión que se pretende enjuiciar, de tal manera que se presume que, si no se objeta tal comportamiento en el plazo establecido por la ley, se ha renunciado a la impugnación.


Afirmó que, si bien no le es oculto que no cabe la aplicación del mentado plazo si no existe precisión acerca del momento en que el amparista tomó conocimiento del acto que lo afecta –en tanto no habría modo de hacer valer negativamente un plazo cuyo origen se desconoce-, la razonable incertidumbre en que reposa ese temperamento respecto del cómputo del término en cuestión y su transcurso no concurre en la especie.


Enlazado con lo anterior, remarcó que la reglamentación dictada por el Gobierno Provincial –Resolución del Ministerio de Infraestructura N° 165/2008-, data del mes de mayo del 2008 y, sin perjuicio de que la amparista en momento alguno insinúa –siquiera- desconocer su vigencia desde entonces, no es dado presumir tal ignorancia, no sólo por conducto de lo preceptuado en los arts. 1, 2, 3, 20, 923 y ccds. del Código Civil, sino también por contrariar ello el curso ordinario de las cosas y el más elemental sentido común, pues no es razonable dar por cierto que la accionante, a partir de su especial situación con relación a la normativa cuestionada -en tanto es una entidad convocada según amplias proyecciones competenciales de su propio estatuto a la tutela de los consumidores- fuera ajena al conocimiento de su vigencia.   


Como corolario de lo expuesto, el magistrado de grado entendió que el presente amparo fue promovido fuera del plazo legal y que, por lo tanto, debe juzgarse extemporáneo, a lo que agregó que la amparista no ha ensayado ninguna explicación que justifique la considerable demora de su planteo.


Destacó que el proceder del Departamento Ejecutivo provincial se ajusta a la reglamentación dictada por el gobierno nacional en materia de energía, sin que parágrafo alguno de los que componen la exposición de la amparista autorice a reputarlo, con abstracción del contenido normativo del que es aplicación, arbitrario o ilegítimo.


Por último, señaló que no surgían elementos en la causa que pudieran inducir a una eventual dispensa en el cumplimiento del plazo dispuesto por el art. 6 de la ley 7166, al menos con relación a la entidad postulante y sin perjuicio de lo que, individualmente, puedan alegar y probar los usuarios del Partido de Mar Chiquita presuntamente afectados por la decisión ministerial cuestionada.


2. En su memorial de agravios (fs. 172/182), la amparista inicia su crítica señalando que la doctrina de la Suprema Corte Provincial emanada del fallo que –según expresa- equivocadamente cita el a quo, ha entendido que el plazo de caducidad del art. 6 de la ley 7.166 fue derogado tácitamente luego de la reforma constitucional del año 1994.


En tal sentido, alega que ni el art. 43 de la Constitución Nacional ni el art. 20 inc. 2° de la Constitución Provincial someten al amparo a un plazo de caducidad y que se trata de normas de jerarquía superior, producto de una reforma constitucional alumbrada con posterioridad a la sanción y promulgación del texto de la ley 7.166.


Entiende que resulta evidente que las viejas normas locales regulatorias del amparo han de considerarse derogadas e inaplicables en todo aquello que contradiga o debilite el remedio expeditivo y rápido para la tutela y garantía de los derechos –individuales y colectivos-, ante cualquier acto u omisión que los amenace o lesione.


Arguye que, por el principio de supremacía constitucional, toda nueva norma o reglamentación de las anteriores que desvirtúe el núcleo con que fue diseñada por el constituyente la garantía del amparo ha de ser expulsada del ordenamiento jurídico constituído conforme a la ley fundamental.


Destaca que, según el texto de la ley 7.166, sólo se contaría el plazo de caducidad de treinta días cuando se cuestione el obrar de la autoridad pública, mientras que, de acuerdo a lo previsto por el art. 321 inc. 1° del C.P.C.C., ese término breve y fatal no existiría para recurrir al amparo originado en actos de particulares, consagrándose una injustificada desigualdad a favor del Estado y de quienes despliegan sus funciones investidos de la autoridad de aquél.


A su criterio, se yergue en el derecho procesal un nuevo principio proclive a la apertura de la vía del amparo.


Sostiene que, al referirse a la acción expedita y rápida de amparo, el art. 43 de la constitución Nacional disipa toda duda sobre el alto voltaje de la tutela jurisdiccional, y que la garantía que surge del art. 20 inc. 2 de la Constitución Provincial posee idéntica trascendencia como instancia impugnativa de urgentísima definición, a tenor de lo dispuesto por el art. 15 de la Carta Magna local.


Queda claro, a su criterio, que el valor seguridad fue estimado por los constituyentes en la reforma del año 1994, quienes lo plasmaron en las citadas normas, brindando a todos y a cada uno de quienes conviven bajo un determinado ordenamiento jurídico, en forma irrestricta, la disponibilidad de la garantía asegurativa de la supremacía constitucional en que consiste la tutela del amparo.


Considera que el plazo de caducidad –al que se refiriera el a quo como vinculado al valor seguridad jurídica- no integra las circunstancias generales de las normas constitucionales implicadas en la consagración y regulación del amparo, y que imponerlo por vía reglamentaria importaría desnaturalizar un revitalizado juicio que ha vuelto por sus fueros.


Aclarado lo anterior, la apelante señala que el plazo de caducidad del art. 6 de la ley 7.166 no resulta aplicable al caso de marras, pues se encuentra en juego la protección de intereses colectivos, por lo que someter la acción intentada al mentado término importaría unificar al conjunto de ciudadanos afectados bajo la singularidad de ese derecho subjetivo, que es precisamente lo que la reforma de 1994 pretendió modificar con la ampliación del universo de legitimados. Por lo tanto, también desde este mirador considera inaplicable en la especie el mentado plazo.


Asimismo, indica que existen determinadas situaciones jurídicas en las que el acto injustamente lesivo y manifiestamente ilegal o arbitrario se perpetúa en el tiempo o en las que, al reproducirse en forma concreta mes tras mes, empobrece una y otra vez el derecho patrimonial restringido, revelando su notoria arbitrariedad con el correr del tiempo y al compás de circunstancias sobrevinientes. A partir de tal situación, explica que el cimero Tribunal de Justicia de la Nación dio carta de ciudadanía a un nuevo principio en materia de amparo: “la doctrina de la ilegalidad continuada”, de acuerdo a la cual cuando no nos encontramos frente a un sólo acto lesivo único e instantáneo sino ante una pluralidad de hechos dañosos continuados, que se repiten y consuman periódicamente –como en su visión ocurre en autos, ya que la aplicación de las multas que supone el P.U.R.E.E. se adicionan mes a mes a los usuarios-, el plazo de caducidad renace con cada nuevo acto lesivo.


Agrega que tal doctrina es compartida por la Corte Suprema de Justicia provincial, citando antecedentes del Alto Tribunal bonaerense.


Como corolario de lo expuesto, solicitó, de estimarse que el referido plazo de caducidad no fue derogado por la reforma constitucional de 1994, se lo declare inaplicable a la especie.


En otro orden de ideas, plantea que, aún en la hipótesis de aplicarse el art. 6 de la ley 7.166, no ha fenecido el plazo allí previsto, pues éste no empieza a correr sino hasta que la lesión se produce efectivamente.


Expresa que, tal como surge de las declaraciones juradas adunadas a este expediente, las multas del P.U.R.E.E. comenzaron a aplicarse a partir de los consumos del mes de Agosto del año 2008, los cuales fueron facturados recién en el mes de Septiembre, razón por la cual no puede estimarse transcurrido el plazo en cuestión a la fecha de interposición de la demanda.


Por otra parte, pone de relieve que el acto administrativo impugnado en autos –Resolución 165/2008 del Ministerio de Infraestructura provincial- resulta ilegal y arbitrario, ya que deja de lado los antecedentes que justifican su aplicación, puesto que el “Programa de Uso Racional de la Energía” -establecido por Resolución N° 415/2004 de la Secretaría de Energía de la Nación- prevé un sistema de premios y castigos sólo para aquellos usuarios a los cuales el Estado Nacional ha privilegiado excluyéndolos de los ajustes del precio de la energía eléctrica. Añade que –siguiendo este criterio- se dictó un mes más tarde la Resolución N° 552/2004 de la Secretaría de Energía de la Nación, mediante la cual se aprobó el “Programa de Uso Racional de la Energía Eléctrica” justificando hacer cargar aquellos castigos por el aumento del consumo a los usuarios que fueron excluídos de sufrir aumentos en los costos de la energía eléctrica.


Sostiene que los antecedentes reseñados justifican cargar con esa suerte de premios y castigos a quienes no sufrieron un aumento en las tarifas de energía eléctrica. Sin embargo –agrega-, al autorizar la Administración Provincial –merced al dictado del Decreto N° 1578/2008- el aumento de las tarifas de energía eléctrica a todos los usuarios de la Provincia, la aplicación de aquellos castigos pierde su razón de ser.  


Reitera que fue recién en los consumos del mes de septiembre de 2008 –facturados en octubre de 2008- donde se hizo manifiesta la flagrante lesión a los derechos de los consumidores, aplicándoles durante todo el mes no sólo la multa del P.U.R.E.E. sino el aumento tarifario, por lo que no advierte el motivo por el cual el a quo entendió que haya operado la finalidad que pretende cubrir el plazo de caducidad.


Finalmente, señaló que no puede escapar a este Tribunal y a la sana interpretación del art. 6 de la ley 7166 que el plazo allí previsto no resulta aplicable en el presente caso.


II. Estimo que el recurso debe prosperar.


1. Del escrito liminar surge que el presente amparo se inició contra la Provincia de Buenos Aires con el objeto de que se declare la ilegitimidad de la Resolución N° 165/2008 del Ministerio de Infraestructura, en relación a los usuarios del servicio eléctrico de la Cooperativa Arbolito de Servicios Públicos, Crédito, Consumo y Vivienda de Mar Chiquita Ltda. (v. fs. 87/106).


La amparista refirió que con fecha 28 de abril de 2004, la Secretaría de Energía de la Nación dictó la Resolución N° 415/2004, por la cual se aprobó el “Programa de Uso Racional de la Energía”, el que –según interpreta la accionante de los considerandos de la referida resolución- tuvo por objeto incentivar el ahorro de energía instaurando una suerte de premios y castigos para quienes ahorren o aumenten sus consumos (cfr. fs. 88 vta.).


Continuó su relato de lo dispuesto en la mencionada resolución, indicando que tales castigos se harían aplicables sobre aquellos usuarios a los cuales el Estado Nacional privilegió excluyéndolos de los ajustes del precio de la energía eléctrica (v. fs. 88 vta.).


Narró que, un mes más tarde, el 28 de mayo de 2004, se aprobó el “Programa de Uso Racional de la Energía Eléctrica” (P.U.R.E.E.) a través de la Resolución N° 552/2004 de la Secretaría de Energía Eléctrica de la Nación, mediante la cual –siguiendo el criterio de su antecesora- se justificó que el sistema de castigos por el aumento de consumo se aplicaría a los usuarios que fueron excluídos de sufrir aumentos en los costos de la energía eléctrica (v. fs. 89).


Aseveró que la aplicación de castigos por el aumento de consumo prevista por el programa implementado, no es más que un aumento encubierto en el costo de la energía (v. fs. 89, anteúltimo párrafo).


Agregó que, siendo el sistema de distribución de energía eléctrica de resorte provincial, a través de aquellas resoluciones se invitó a las Provincias a adherirse y sumarse al programa citado. 


En tal contexto, denunció que con fecha 15-07-2005, se publicó en el Boletín Oficial la Resolución N° 281/2005 del Ministerio de Infraestructura, Vivienda y Servicios Públicos de la Provincia de Buenos Aires, mediante la cual ésta se adhirió a la aplicación en su territorio del sistema de castigos por el excedente en el consumo (cfr. fs. 89 vta.). 


Explicó que, si bien la referida resolución de la Administración Provincial hizo suyos en sus considerandos los antecedentes de las disposiciones nacionales, estableció adecuaciones a las características propias del territorio bonaerense (cfr. 89 vta.).


Ilustra que, en los considerandos de la Resolución 281/2005, se especificó que los datos objetivos de la jurisdicción provincial indican que los distribuidores que sirven a comunidades de reducido número de usuarios registran bajos consumos medios y, en consecuencia, se presume que no existe margen suficiente para lograr ahorros que contribuyan a morigerar la situación del sector eléctrico general (v. fs. 90).


Destacó que también se ponderó que la administración del P.U.R.E.E., en comunidades de tales carácterísticas, insumiría una cantidad de recursos que podría afectar la prestación en relación al potencial beneficio a obtener (v. fs. 90).


En virtud de las advertencias reseñadas, afirmó que la Administración Provincial estimó aconsejable excluir a los distribuidores alcanzados por el Decreto 615/2001 del mentado programa, alentando al ahorro de los usuarios que forman parte de esos servicios mediante la campaña de uso racional que apela a modificar pautas culturales (v. fs. 90/90vta.). 


Recordó que, tal como surge del Decreto del Ejecutivo Provincial N° 615/2001, las distribuidoras a las que éste hace referencia son las municipales de mercados inferiores a cinco mil (5.000) usuarios y con índice de ruralidad relevante en su conformación (v. fs. 90 vta.)


Desde esta plataforma, concluyó que, al encontrarse la Cooperativa Arbolito de Servicios Públicos, Crédito, Consumo y Vivienda de Mar Chiquita Ltda. dentro de los alcances del Decreto del Ejecutivo Provincial N° 615/2001, ésta se hallaba exenta de aplicar a sus usuarios el “...aumento encubierto...” previsto por la Resolución N° 281/2005 y que, por ende, el “Programa de Uso Racional de la Energía” no resultaba aplicable a los usuarios del Partido de Mar Chiquita (cfr. fs. 90 vta.).


Destacó que tal situación se mantuvo hasta el dictado de la Resolución 165/2008 del Ministerio de Infraestructura de la Provincia de Buenos Aires –impugnada en autos-, la cual, sin abordar justificativo alguno en sus considerandos, determinó que los castigos por aumento de consumo sean aplicados incluso a los usuarios de distribuidoras comprendidas dentro del Decreto del Ejecutivo Provincial N° 615/2001, lo que –a criterio de la amparista- resulta arbitrario, inequitativo, lesivo e irracional, lesionando derechos constitucionales de los consumidores (v. fs. 90 vta.). Así, sostiene que corresponde declarar la ilegitimidad de la Resolución impugnada.


2. Una vez rememorado el marco fáctico planteado en la demanda rechazada in limine por el a quo, es preciso poner de relieve que tal decisión –aquí apelada- reconoce dos pilares centrales: (a) el vencimiento del plazo previsto por el art. 6 de la ley 7.166 para intentar la acción de amparo y (b) la falta de arbitrariedad o ilegalidad en el obrar de la Administración Pública.


Al atacar el primero de tales cimientos, el apelante opone las siguientes defensas: (1) la tácita derogación del art. 6 de la ley 7.166 por parte del art. 43 de la Constitución Nacional y el 20 inc. 2 de la Constitución Provincial; (2) la inaplicabilidad del plazo de caducidad de la acción de amparo al caso de marras y (3) la falta de transcurso del término en cuestión; en tanto que, al objetar el segundo sustento del pronunciamiento de fs. 167/171, reeditó los argumentos desarrollados en el escrito liminar para sostener la arbitrariedad de la Resolución 165/2008.


2.a. Contemplando tal panorama, corresponde, en primer orden de ideas, determinar si el plazo de caducidad previsto por la ley 7.166 –treinta (30) días hábiles desde la fecha en que el impugnante tomó conocimiento del acto u omisión de que se trate- fue derogado por la reforma a la Constitución Nacional del año 1994, al otorgarle rango constitucional a la garantía procesal del amparo en el nuevo art. 43.  


La mentada reforma a la Constitución Nacional llevada a cabo en el año 1994 incorporó a su texto la acción de amparo, lo cual no significó otra cosa que reconocer el derecho constitucional de demandar judicialmente por vía de amparo para todos los habitantes de la Nación, ampliando el alcance de los derechos y garantías protegidos (no sólo los constitucionales, sino también los emergentes de tratados internacionales y de las leyes), extendiendo la legitimación activa y abriendo la eventual posibilidad de una declaración de inconstitucionalidad de la  norma en que se funde el acto u omisión lesiva. Tales reformas sin duda han fortalecido y diversificado la acción de amparo, mas no han introducido previsión alguna que lleve a descartar de plano el trámite consagrado por las leyes 16.986 en el ámbito Nacional y 7.166 en la Provincia de Buenos Aires (arg. doct. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial Federal, en pleno, in re “Capizzano”, sent. del 03-06-1999).  


Respecto del tópico planteado por la recurrente –vigencia del art. 6 de la ley 7.166-, la Suprema Corte Provincial ha resuelto que el plazo de caducidad de la ley 7.166 no debe considerarse derogado por la reforma constitucional de 1994, ya que tal término no aparece irrazonable, no debiendo quedar librado a criterio de los jueces mientras exista una norma legislativa que lo regule. El art. 43 de la Constitución nacional es de carácter operativo, lo que no prohíbe que las normas infraconstitucionales fijen un plazo para el ejercicio de la acción de amparo, salvo que por su exigüidad limite el acceso a la justicia (doct. S.C.B.A. causa B. 64.795 “Quinteiro”, sent. del 3-X-2007).


Contrariamente a lo propuesto por la apelante, el Alto Tribunal provincial, en la causa B. 65.325 “C., S. c. Instituto de Previsión Social Provincial y otro s. Amparo”, lejos de considerar tácitamente derogado el art. 6 de la ley 7.166, destacó, entre otras razones que justifican la vigencia del plazo de caducidad allí previsto, el consentimiento tácito del acto u omisión que se pretende enjuiciar; tal argumento reposa en la idea de que si no se objeta el acto o la omisión en el plazo establecido por la ley, se ha renunciado a su impugnación (S.C.B.A., causa cit., sent. del 26-IV-2006).


Siguiendo la senda trazada por los fallos citados, esta Alzada ha señalado que el mentado término de caducidad encuentra su fundamento en tres razones, que son: el valor seguridad jurídica, el consentimiento tácito y la naturaleza excepcional del amparo (cfr. causas A-392-MP0 “Llul”, sent. de 20-V-2008; A-581-MP0 “Asociación Civil Jubilados y Pensionados de la Ingeniería de Mar del Plata y otros”, sent. del 12-VI-2008, entre otras).


No cabe considerar que la reforma de 1994 haya instrumentado un régimen normativo autosuficiente, alérgico a reglamentaciones razonables; que el art. 43 sea operativo no quiere decir que sea hermético. Esto último no se desprende ni de su texto ni de los antecedentes habidos en la Convención de 1994 (arg. doct. C.S.J.N. Fallos 318:1154).


Repárese en que, de ser necesario recurrir al urgente y comprimido carril de la acción de amparo, resulta acorde con su carácter excepcional la necesidad de ejercer tal garantía en el plazo prudencial consagrado en el art. 6 de la ley 7.166. Si el afectado dilata la articulación del amparo, ello evidencia la ausencia de la premura en la tutela jurisdiccional que exige dicha vía (arg. doct. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial Federal, en pleno, in re “Capizzano”, citada).


Idénticas consideraciones procede efectuar respecto del art. 20 inc. 2 de la Constitución Provincial, ya que, si bien fortalece la acción de amparo –al igual que el art. 43 de la Constitución Nacional-, no resulta de su texto una enumeración exhaustiva y excluyente de los requisitos formales de tal garantía procesal, en términos que importen derogar las normas reglamentarias previstas en la ley 7.166. 


En esta tesitura, deviene ineludible concluir que las disposiciones omitidas por la reforma constitucional no han quedado necesariamente derogadas, teniendo en cuenta que no parecen incompatibles con los preceptos introducidos por los constituyentes, ni adquirirían, a la luz de estos últimos, un alcance totalmente distinto (arg. doct. C.S.J.N. Fallos 302:1570; 304:1039). No debe pasarse por alto que la vigencia de la reglamentación de las leyes puede subsistir aún después de derogadas y reemplazadas las leyes originarias, si ello no resulta verdaderamente incompatible con los más recientes marcos legales (C.S.J.N. Fallos: 300:271).


Merced a los argumentos desarrollados, estimo que el embate planteado en torno a la vigencia del art. 6 de la ley 7.166 debe ser desestimado.


2.b. Superado el primer agravio esgrimido en el memorial de fs. 172/182, corresponde abocarse al tratamiento del planteo de inaplicabilidad del plazo de caducidad.


Luego de una detenida lectura del apartado II, puntos b) y c) de la referida pieza recursiva, puede observarse sin dificultad que la actora sostiene la inaplicabilidad en la especie del art. 6 de la ley 7.166 por dos razones: la existencia de un comportamiento arbitrario continuado en el tiempo y la afectación de intereses colectivos por parte de la Resolución impugnada.

Respecto del primer motivo enunciado supra, es procedente recordar que ante la existencia de comportamientos positivos –denunciados como lesivos- se pueden distinguir aquellos que aparecen produciendo un efecto único e instantáneo y que carecen de la aptitud de renovarse periódicamente, de aquellos otros en que sus efectos se prolongan cronológicamente y además poseen la virtud de renovarse periódicamente. En los primeros, el plazo de caducidad transcurre a partir del conocimiento del acto dañoso; en los segundos, el remedio constitucional podrá intentarse cada vez que la lesión se renueve (conf. doct. S.C.B.A Causa B. 64.621 “Unión del Personal Civil de la Nación”, sent. de 1-X-2003), desde que “con la acción incoada se enjuicia una ilegalidad o arbitrariedad continuada, sin solución de continuidad, originada, en verdad, tiempo antes de recurrir a la justicia, pero mantenida al momento de accionar y también en el tiempo siguiente. No se trata de un hecho único, ya pasado, cuyo juzgamiento tardío comprometa la seguridad jurídica ni un hecho consentido tácitamente ni de aquellos que en virtud de su índole deben plantearse en acciones ordinarias” (conf. doct. C.S.J.N. Fallos 307:2174 -del dictamen del Procurador General Subrogante-; 318:1154; 324:3082).


Entonces, si se está en presencia no ya de un solo acto lesivo único e instantáneo (que se produce de una sola vez y frente al cual el plazo de caducidad corre desde su conocimiento), sino frente a una pluralidad de actos lesivos que se repiten y consuman periódicamente, el plazo renace con cada nuevo acto lesivo.


Así, cuando el obrar continuado –denunciado como manifiestamente arbitrario e ilegítimo- se mantiene al momento de accionar, el plazo de caducidad regulado por la ley 7166 aún no puede reputarse vencido; por el contrario si la situación lesiva ya hubiera cesado, el amparo sólo podría iniciarse dentro de los términos perentorios previstos en el artículo 6 de la ley 7166.


En idéntico lineamiento, el Supremo Tribunal Provincial ha dicho que el plazo del artículo 6 de la ley 7166 no debe computarse desde la fecha de vigencia de la norma cuando el desconocimiento o vulneración de los derechos constitucionales que de aquélla se derivan se opera de modo permanente (doct. S.C.B.A. causas Ac. 38.680 “Reyes”, sent. de 5-XII-89; Ac. 39.231 “Pergolani”, sent. de 05-XII-89; Ac. 39.432 “Feito”, sent. de 5-XII-89; Ac. 40.237 “Boccaccio de Pincardini”, sent. del 5-XII-89).


Lo trascendente, en definitiva, se traduce en que la ilegalidad o arbitrariedad que se denuncia como lesiva de los derechos constitucionales se mantenga al momento de demandar, y que el agraviado actúe con celeridad, ya que la acción no decae mientras subsista la situación violatoria de derechos (cfr. doct. S.C.B.A. causas B. 63.305 “Asociación Judicial Bonaerense”, sent. de 26-IX-2007; B. 65.072 “Rojas”, sent. de 29-XII-2008).


Una vez sentada tal premisa, es necesario destacar que el acto de la Administración Pública provincial denunciado como lesivo –Resolución 165/2008 del Ministerio de Infraestructura de la Provincia de Buenos Aires- importa, de acuerdo a lo relatado por la amparista, la aplicación del “Programa de Uso Racional de la Energía Eléctrica” (P.U.R.E.E.) a todos los usuarios provistos por los distribuidores provinciales y municipales sin excepciones (cfr. fs. 87 vta./91).   


Partiendo de tal circunstancia, la “Asociación Civil de Consumidores Defendete” manifiesta que los cargos adicionales que impone el aludido programa a aquellos usuarios que rebasen un determinado tope de consumo se aplicarán mes a mes a todos los usuarios, renovándose en cada período de medición. 


Sin entrar en valoración alguna acerca de la legalidad o arbitrariedad del obrar cuestionado por la accionante, puede advertirse que lo aseverado por la amparista en torno a la periodicidad con que dichos cargos habrán de aplicarse resulta prima facie corroborado por el texto de las Resoluciones N° 281/2005 y N° 165/2008, pues el sistema de cargos adicionales allí previsto se aplica por períodos de medición de consumo (v. fs. 8/9 y 10/16).


Desde esta atalaya, estimo que la aplicación de lo dispuesto por la Resolución objetada no produce un efecto único e instantáneo, sino que, por el contrario, la implementación del “Programa de Uso Racional de la Energía Eléctrica” (P.U.R.E.E.) proyecta sus eventuales consecuencias a lo largo del tiempo.


Merced a las consideraciones desarrolladas, entiendo que, habiéndose acreditado prima facie que la conducta que origina la vulneración de derechos constitucionales denunciada por la amparista resulta continuada y periódica, la decisión de tener por operado el plazo de caducidad previsto en el art. 6 de la ley 7.166 y rechazar la presente acción en la etapa inicial del proceso deviene desacertada.


2.c. Sentado lo anterior, carece de sentido adentrarse en el tratamiento de los restantes agravios planteados en torno del plazo para ejercer la presente acción, pues, tomando en cuenta la conclusión esbozada en el párrafo precedente, no corresponde evaluar la ausencia del transcurso de un término que no puede reputarse fenecido. Dicho análisis importaría abocarse a una cuestión que ha perdido toda virtualidad, no siendo función de la judicatura emitir opiniones abstractas (cfr. doct. causas Ac. 82.248, sent. de 23-IV-2003; Ac. 85.553, sent. de 31-III-2004, entre muchas otras), ya que los jueces no están habilitados para hacer declaraciones teóricas o generales, debiendo limitarse en la sentencia a resolver el “caso” que se ha sometido a su decisión, donde el interés de quien acciona debe subsistir al momento de dictarse la sentencia (cfr. doct. S.C.B.A. causa B. 61.703, sent. de 14-II-2000; esta Cámara causas G-768-MP1 “Surfrider Fundation Argentina”, sent. del 30-X-2008; A-964-MP1 “Fernandez”, sent. 11-XI-2008, entre otras); lo contrario constituiría un pronunciamiento inoficioso y, como tal, impropio de la función jurisdiccional, no correspondiendo, en general, a los jueces dictar sentencia en los supuestos en los que la pretensión ya ha sido satisfecha (argto. doct. S.C.B.A. causa B. 66.655 “Pérez”, sent. 1-XII-2004).

    
2.d. Finalmente, sólo resta analizar el mérito del segundo sustento del pronunciamiento cuestionado, cual es la referencia a la ausencia de un comportamiento prima facie arbitrario o ilegítimo por parte de la Administración Provincial.


El art. 9 de la ley 7166 contempla la posibilidad de que el juzgador desestime in limine la acción de amparo, cuando ella resulte notoriamente improcedente por no cumplir con los recaudos establecidos en dicha ley.


Tal potestad debe ejercerse con suma prudencia, en tanto la desestimatoria oficiosa puede cercenar el derecho de acción -íntimamente ligado al derecho constitucional de petición-, contrayéndolo sólo a los supuestos en los que la inadmisibilidad de la pretensión aparezca en forma manifiesta, a punto tal que su gravedad impida que constituya un requerimiento revestido del grado mínimo de seriedad que debe tener toda actuación ante la justicia. Esta evaluación, requiere una cuidadosa y severa ponderación de las circunstancias de hecho y de derecho que la sustentan, porque no debe perderse de vista que nuestra Provincia asegura la tutela judicial continua y efectiva, el acceso irrestricto a la justicia, la gratuidad de los trámites a quienes carezcan de recursos suficientes y la inviolabilidad de la defensa de la persona y de los derechos en todo procedimiento administrativo o judicial (art. 15 Const. Prov.; cfr. doct. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial del Depto. Judicial San Martín, Sala II in re “Galletti de Peroni”, sent. de 29-10-2002; Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial del Depto. Judicial Quilmes, Sala II in re “Devicenzi”, sent. del 22-04-2003).


Sin perjuicio de lo expuesto, también corresponde agregar que si un juez no desestima el amparo en la etapa liminar nada le impide al accionado plantear la improcedencia de la acción por configurarse un supuesto de manifiesta inadmisibilidad de la pretensión, o al juez rechazar el reclamo -aún oficiosamente- en oportunidad de dictar el pronunciamiento definitivo y apoyándose en tal circunstancia. Así, no caben dudas de que la prudencia que debe primar en la evaluación liminar del amparo exige al judicante que, de existir una posibilidad prima facie razonable de que se configuren sus recaudos de procedencia, postergue el análisis respecto del mérito del reclamo hasta el momento de emitir la sentencia definitiva, una vez bilateralizado el proceso (cfr. doct. esta Cámara causa A-943-MP0 “Gavilan”, sent. del 18-IX-2008).


Llevando los parámetros delineados al caso de marras, considero que –más allá de la eventual sustentabilidad del reclamo- luce precipitada la decisión del a quo al concluir -en este estadio procesal- que no se advierte en la especie una conducta arbitraria o ilegítima por parte del demandado y cerrando todo debate, pues las circunstancias relatadas por la accionante y la documental adunada a la causa aconsejan diferir el estudio de aquella cuestión para el momento del dictado de la sentencia definitiva, una vez bilateralizado el proceso y fijado definitivamente el marco probatorio (art. 20 ap. 2° Constitución provincial, 1, 2, 7, 9 y 10 ley 7166).
III. Como corolario de lo expuesto, propongo hacer lugar al recurso de apelación intentado a fs. 172/182 y revocar la decisión del juez de grado en cuanto dispuso rechazar in limine la acción de amparo. Con costas de alzada en el orden causado por no mediar contradicción (arts. 25 ley 7166; 68 y 274 del C.P.C.C.).

Voto entonces la cuestión planteada por la afirmativa. 


Los señores Jueces doctores Riccitelli y Mora, por idénticos fundamentos a los brindados por la señora Juez doctora Sardo, votan la misma cuestión por la afirmativa.

De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en Mar del Plata, dicta la siguiente  





SENTENCIA


1. Hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por la parte actora, revocando la sentencia dictada por el Sr. Juez de grado en cuanto rechazó in limine la acción de amparo promovida (art. 20 ap. 2° Constitución provincial, 1, 2, 7, 9 y 10 ley 7166), devolviendo las actuaciones a la instancia para que, con magistrado hábil, continúe el trámite de las actuaciones de conformidad con lo que aquí se decide. Costas de esta alzada por su orden, al no mediar contradicción (arts. 25 ley 7166; 68 y 274 del C.P.C.C.).

2. Difiérese la regulación de honorarios para su oportunidad. (art. 31 decreto ley 8904/77).

     Regístrese, notifíquese y devuélvanse las actuaciones al juzgado de origen por Secretaría. Fdo: Dres. Adriana M. Sardo – Elio Horacio Riccitelli – Roberto Daniel Mora - María Gabriela Ruffa, Secretaria.
